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RESUMEN. Una tipología de actos administrativos que se centra en las potestades o 
facultades que se le atribuyen a la Administración es la que los divide en reglados y 
discrecionales. Este texto se centra en el estudio de los reglados, construyendo su 
noción a partir de entenderlos como la materialización de la potestad reglamentaria 
conferida por las normas a la Administración. En igual sentido, se propone que es 
más adecuado analizar los elementos del acto para afirmar si son reglados o no, que 
plantear la existencia de actos totalmente reglados. La cuestión también se aborda 
para concluir que si bien no hay actos de este tipo, sí hay elementos dentro de todo 
acto administrativo que siempre son reglados. Finalmente, se analiza si cuando ante 
una norma surgen varias interpretaciones posibles, se expediría un acto 
administrativo discrecional o sería un acto administrativo reglado.     

 
 

Introducción 
 
El Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA– continúa su 

investigación sobre el acto administrativo, en esta sesión se aborda una tipología 

de actos que remite de manera directa al ejercicio de las potestades de la 

Administración: actos administrativos reglados y discrecionales. El presente 

ensayo se centra en los primeros, que como se desarrollará más adelante no son 

más que el ejercicio de la potestad reglada conferida a la Administración. Dicha 

tipología es de gran relevancia para la teoría del acto administrativo ya que permite 

establecer una relación directa con las potestades otorgadas por el ordenamiento 

jurídico a la Administración, siendo esto una posibilidad de relacionar el estudio 

del acto administrativo con la función administrativa y el principio de legalidad.  

Para exponer de manera adecuada la noción de acto administrativo reglado 

y su relación con la potestad reglada de la Administración, además de 

problematizar esta tipología de actos, el texto se divide en: i) un acercamiento a la 

noción de potestad reglada en el derecho administrativo, para abordar el tema 

desde una perspectiva más amplia, que permita llegar con mayor claridad al tema 

central; ii) una aproximación al acto administrativo reglado, problematizando si de 

verdad existen actos completamente reglados o es un análisis que se debe hacer 

 
1 Este ensayo, escrito para la sesión de 16 de noviembre de 2024, hace parte de la 

labor de apoyo a la investigación que el Auxiliar de Investigación realiza al interior del Grupo 
de Estudio de Derecho Público adscrito al CEDA, para cuya preparación recibió la 
orientación del profesor Juan David Montoya Penagos y se utiliza no solo para enriquecer 
el trabajo que el Investigador Principal adelanta al interior del CEDA –que finalmente 
aprovecha para construir el texto definitivo– sino también para el beneficio de toda la 
comunidad académica. La línea de investigación en la que se enmarca el ensayo es: El acto 
administrativo, dirigida por el Profesor–Investigador Principal Fabián Marín Cortés. 

2 Auxiliar de investigación del Grupo de Estudio de Derecho Público, nivel I, adscrito 
al Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA–. 
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con los elementos del acto administrativo y iii) plantear una respuesta al 

interrogante de si existen actos reglados cuando ante una norma pueden surgir 

varias interpretaciones y la Administración elije una.  

 
1. Noción de potestad reglada  

 
Los actos administrativos reglados son una manifestación de la potestad reglada 

de la Administración. Se empieza analizando este concepto para entender por qué 

se plantea la existencia de actos reglados. Las potestades son entendidas, según 

Ramírez Grisales, como: «[…] las facultades de actuación o poderes atribuidos por 

el ordenamiento jurídico a un determinado sujeto; en el campo del derecho 

administrativo, las potestades son la expresión o concreción técnica del principio 

de legalidad de la Administración»3.   

De manera general, es la posibilidad de emitir actos con fuerza ejecutiva. Se 

divide en dos: discrecional y reglada. En la primera la Administración puede actuar 

con mayor libertad, respetando las finalidades predispuestas para sus actuaciones, 

la búsqueda del interés público, e incluso la «moral» como elemento de toda la 

actuación de la administración4. Por otro lado, la potestad reglada se entiende 

cuando la norma determina las condiciones para la actuación administrativa. 

Según Ramírez Grisales: «[…] su finalidad esencial es predeterminar de manera 

específica la conducta administrativa en un supuesto dado»5.  

Ambas formas de potestad tienen elementos comunes, debido a que deben 

provenir de normas que las atribuyan, ya sean de carácter constitucional, legal o 

del reglamento. Este aspecto lo amplía Ramírez Grisales: «Entonces, las potestades 

tienen origen legal, en términos amplios como se señaló, y no negocial o derivados 

de actos administrativos particulares, de allí que se caractericen por ser 

inalienables, intransmisibles, irrenunciables, inagotables y no susceptibles de ser 

modificadas por su titular»6. 

En torno a la potestad reglada, según este mismo autor, no necesariamente 

implica la ausencia total de autonomía en la Administración. Sin embargo, en 

nuestro ordenamiento se encuentran estas potestades en un «estado puro», aunque 

no son la regla general7. Se podría decir que cuando se ejerce una potestad reglada 

existe un grado de autonomía por parte de la Administración al analizar el supuesto 

de hecho y determinar si encaja en la premisa de la norma.  

 
3  RAMÍREZ GRISALES, Richard. Las potestades administrativas regladas y 

discrecionales en el derecho administrativo. En: Letras Jurídicas, 2012. p. 59.    
4 MARIENHOFF, Miguel S. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo II. Buenos 

Aires: Abeledo Perrot, 2010. p. 378. 
5 RAMÍREZ GRISALES, Op. Cit., p. 69. 
6 Ibid. p. 60. 
7 Ibid. p. 77. 
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Finalmente, Ramírez Grisales propone algunos ejemplos de potestades 

regladas de la Administración, que se traducen en el deber de expedir actos 

administrativos reglados: los artículos 17.2 y 45 de la Ley 80 de 1993. La primera 

norma prescribe la terminación anticipada del contrato por la muerte del 

contratista, si es persona natural; en la segunda cuando se declara nulo el acto 

administrativo de adjudicación del contrato. En ambos casos se entiende que el 

legislador restringió cualquier posibilidad de discrecionalidad, por lo cual, si se 

presenta el supuesto de hecho la Administración tiene la obligación de actuar como 

exige la norma8.  

 

2. Aproximación a los actos administrativos reglados 
 
Estos actos administrativos proceden del ejercicio de una potestad reglada, por lo 

cual se entiende el acto administrativo reglado como el que se expide, en todos sus 

aspectos, conforme lo exige la norma. Marienhoff los define de la siguiente manera:  

 
«En ejercicio de la actividad “reglada”, la Administración aparece 
estrictamente vinculada a la norma, que al respecto contiene reglas que 
deben ser observadas. De modo que los actos “reglados” o “vinculados” 
han de emitirse en mérito a normas que predeterminan y reglan su 
emisión. Trátase de una predeterminación “especifica” de la conducta 
administrativa. En presencia de tal o cual situación de hecho, la 
Administración debe tomar tal o cual decisión: no tiene el poder de elegir 
entre varias posibles decisiones; su conducta le está señalada de 
antemano por la regla de derecho»9. 
 

Es válido entender esta clase de actos como una aplicación silogística de la 

norma, ya que solo basta comprobar la ocurrencia de los hechos contemplados en 

la misma, es decir, contrastar la premisa mayor –norma– con la premisa menor –

circunstancias fácticas– e inmediatamente se tiene la consecuencia jurídica que es 

el acto administrativo exigido en ese caso.  

Sánchez Morón acoge esta tesis: «Así sucederá en el caso de los actos 

reglados, mediante los que la Administración se limita a comprobar la subsunción 

de unos hechos en el presupuesto fáctico de la norma y a aplicar la consecuencia 

jurídica en ella prevista (por ejemplo, admitir la matrícula del alumno que presenta 

toda la documentación necesaria)»10.  

De igual forma, el Consejo de Estado ha definido el acto reglado como: «[…] 

aquel (…) en cuya expedición el funcionario se encuentra limitado en todos los 

 
8 Ibid. p. 78. 
9 MARIENHOFF, Op. Cit., p. 375 
10 SÁNCHEZ MORÓN, Miguel. Derecho Administrativo. Parte General. 6ª ed. Madrid: 

Editorial Tecnos, 2010. p. 536. 
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aspectos, de modo que se deben producir en las circunstancias de hecho, tiempo, 

modo y demás que señale la ley o el reglamento»11.  

En esta misma línea, debe tenerse presente que una vez comprobados los 

supuestos fácticos es obligación de la Administración expedir el acto que la norma 

contempla; sería ilegal no hacerlo, pues iría contra lo predispuesto en el 

ordenamiento jurídico12. Es lógico considerar, entonces, que ante la ocurrencia de 

los hechos la entidad solo tendría una única opción: expedir el acto 

administrativo13.  

En este punto, es pertinente plantear la misma salvedad que se hizo con la 

potestad reglada, ya que un acto administrativo de este tipo es visto como resultado 

de una suerte de automatización ante determinados supuestos fácticos. Sin 

embargo, el análisis previo que implica concluir que lo sucedido en la realidad se 

adecúa, en efecto, a lo expresado en la norma, requiere cierto ejercicio 

interpretativo, no llegando, quizás, a ser un ejercicio de discrecionalidad de la 

Administración, pero sí un proceso interpretativo previo al acto14.  

Un ejemplo se halla en la Ley 909 de 2004, mediante la cual: «[…] se expiden 

normas que regulan el empleo público, la carrera administrativa, gerencia pública 

y se dictan otras disposiciones». El artículo 41 contiene expresas las circunstancias 

cuando se produce el retiro de los empleados de libre nombramiento y remoción –

que no interesa en este caso– y los de carrera administrativa. Para acreditar que se 

está ante algún supuesto de los literales de la norma, corresponde un ejercicio 

volitivo e interpretativo de la entidad, para determinar que las circunstancias 

fácticas del empleado público se subsumen en lo que plantea la disposición15.  

Otro ejemplo es el acto que se expide en el marco de un proceso 

sancionatorio, ya que, según Dromi: «Siempre deben basarse en una ley. Se 

requiere un título jurídico propio y concreto, o norma jurídica objetiva, que autorice 

 
11 CONSEJO DE ESTADO. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia del 7 de 

marzo de 2019. Rad. 27001-23-33-000-2015-00136-01(2.841-18). C.P. Sandra Lisset 
Ibarra Vélez.  

12 MARIENHOFF, Op. Cit., p. 375. En igual sentido: CONSEJO DE ESTADO. Sala 
de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 20 de mayo de 2010. Rad. 11001-03-06-000-
2010-00034-00(1.992). C.P. Enrique José Arboleda Perdomo; CONSEJO DE ESTADO. 
Sección Primera. Sentencia del 8 de agosto de 2013. Rad. 11001-03-24-000-2006-00022-
00. C.P. María Elizabeth García González. 

13 CONSEJO DE ESTADO. Sección Cuarta. Sentencia del 10 de septiembre de 2015. 
Rad. 11001-03-26-000-2014-00054-00(21.025). C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 

14 RAMÍREZ GRISALES, Op. Cit., p. 71. 
15 Este ejemplo se toma con base en una providencia del Consejo de Estado que, en 

vigencia de la normativa anterior, es decir, la Ley 443 de 1998, definió los actos de retiro 
de los empleados de carrera administrativo como actos administrativos reglados. CONSEJO 
DE ESTADO. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia del 1 de febrero de 2007. Rad. 
23001-23-31-000-2000-03121-01(5754-05). C.P. Alejandro Ordoñez Maldonado. 



 

5 

 

a la Administración la aplicación de ellas (sanciones)»16 –paréntesis por fuera del 

texto original–. Además, necesariamente debe seguirse el proceso tal como esté 

reglado en las normas, si fuera así sería un motivo suficiente para el sujeto pasivo 

de la sanción alegar la violación el debido proceso.   

 
2.1. ¿Existen actos administrativos totalmente reglados? 

 
Es necesario, para responder esta pregunta, aclarar que tanto los actos 

administrativos reglados como los discrecionales tienen fundamento en la norma, 

es decir, derivan de ella. En el caso de los segundos porque la potestad discrecional 

debe tener sustento normativo que otorgue la posibilidad de ejercerla17. Con esta 

salvedad se cita a Cassagne, con quien se comparte el siguiente planteamiento:  

 
«Sin embargo, no parece que puedan darse en la práctica supuestos tan 
definidos y categóricos como actos totalmente reglados o totalmente 
discrecionales y si bien a nivel teórico tal posibilidad ha existido, en el 
estado de derecho, donde la Administración debe sujetarse a reglas 
preestablecidas, ello no puede acontecer. A lo sumo podría hablarse de 
actos parcialmente reglados y parcialmente discrecionales»18. 
 

Es difícil encontrar un acto administrativo totalmente reglado, así se pueda 

tener de forma teórica total claridad de cómo y cuáles son sus elementos. García 

Trevijano Fos plantea que: «Actos de contenido parcialmente vinculado y 

parcialmente discrecional. Forman la parte más importante de actos en el mundo 

real, bien entendido que esta parcialidad puede afectar al contenido o a los demás 

elementos (el qué, el cuándo y el cómo)»19. 

Es, entonces, la regla general de los actos administrativos que sean 

parcialmente reglados y parcialmente discrecionales 20 . Cuando la mayoría del 

contenido sea reglado se entiende como un «acto vinculado». Marienhoff también 

acepta la imposibilidad de que se expidan actos absolutamente reglados, incluso 

aplica la misma lógica para los discrecionales, argumentando que tampoco existe 

en la práctica al menos un acto administrativo totalmente discrecional21.  

La distinción entre actos administrativos surge, en principio, con la 

justificación de que los reglados eran los únicos pasibles de demandar ante la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo, porque los actos administrativos 

 
16  DROMI, Roberto José. Acto administrativo. Buenos Aires: Editorial Ciudad 

Argentina, 2008. p. 256. 
17 GARCÍA-TREVIJANO FOS, José Antonio. Los actos administrativos. Madrid: 

Editorial Civitas S.A., 1986. p. 94.  
18 CASSAGNE, Juan Carlos. Derecho Administrativo. Tomo II. Buenos Aires: 

Abeledo-Perrot, 2002. p. 189.  
19 GARCÍA-TREVIJANO FOS, Op. Cit., p. 141. 
20 DÍEZ, Manuel María. El acto administrativo. Buenos Aires: Tipografía Editora 

Argentina S.A., 2002. p. 230.   
21 MARIENHOFF, Op. Cit., p. 384.   
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discrecionales se expedían atendiendo criterios como la oportunidad o 

conveniencia; mientras que los reglados se hacen en virtud de la norma que los 

exigía, por lo cual solo estos últimos podía ser controlados.  

En la actualidad, la doctrina plantea la imposibilidad de esto. Arboleda 

Perdomo señala que los actos administrativos de contenido discrecional son 

controlables por la jurisdicción y no se puede afirmar la existencia de actos 

reglados o discrecionales porque es la potestad la que tiene este atributo22.  

La jurisprudencia, desde hace tiempo, ha explicado que la diferencia entre 

estos actos administrativos, reglado o discrecional, no debe emplearse como 

argumento para evitar el control de los actos: 

 
«La doctrina tradicional distinguió los actos reglados y discrecionales 
como dos categorías esencialmente contrapuestas, para afirmar, 
respecto de los primeros, la posibilidad del control jurisdiccional, que 
excluía de los últimos. Pero en la actualidad la doctrina ha rectificado 
este criterio, por considerar que, en uno u otro caso, no se trata de 
categorías jurídicas antitéticas, sino de poderes más o menos amplios de 
la Administración, cuya mayor o menor amplitud varía, en múltiples 
formas, desde el poder estrictamente reglado hasta el puramente 
discrecional»23 (resaltado por fuera del texto original).   
 

Según lo planteado en la anterior providencia, la Administración actúa entre 

un poder estrictamente reglado y otro puramente discrecional, utilizando las 

mismas palabras del Consejo de Estado; sin embargo, no se considera que existan 

tales cosas dentro del ordenamientos jurídico. Estas categorías se aceptan en 

virtud de un análisis académico y, en cierta forma, de un parámetro para medir las 

diversas actuaciones administrativas, pero no quiere decir que se presenten en la 

práctica.   

Finalmente, un aspecto relevante dentro de este acápite es que los derechos 

que surjen no varían si provienen de un acto reglado o de uno discrecional. 

Marienhoff lo expresa de la siguiente manera:  

 
«Entre tales derechos no existe diferencia sustancial alguna: el derecho 
subjetivo nacido de un acto correspondiente a facultades regladas y el 
derecho subjetivo nacido de un acto emitido en ejercicio de facultades 
discrecionales son de idéntica sustancia, de igual naturaleza. El carácter 
“perfecto” o no de un derecho no depende de que el acto pertinente haya 
sido dictado en ejercicio de actividad “reglada” o “discrecional” […]»24. 
 

 
22 ARBOLEDA PERDOMO, Enrique José. Comentarios al Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 3a ed. Bogotá: Legis, 2021. p. 101. 
23 CONSEJO DE ESTADO. Sección Primera. Sentencia del 18 de julio de 1972. Rad. 

1.649. C.P. Humberto Mora Osejo.   
24 MARIENHOFF, Op. Cit., p. 395.   
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En el siguiente acápite se propone analizar la potestad reglada en relación 

con los elementos del acto administrativo, para concluir que no es adecuado 

analizar actos administrativos reglados, sino más bien analizar los elementos 

reglados dentro de los actos administrativos.  

 

2.2. Elementos reglados en el acto administrativo 

 
En principio, se cree que los actos administrativos no son completamente reglados 

ni discrecionales, a diferencia de lo que plantea Manuel María Díez en relación con 

la existencia de actos totalmente reglados, totalmente discrecionales y aquellos de 

contenido mixto25. Se discrepa de lo anterior, porque se ha mencionado su posible 

concepción teórica, pero inexistencia fáctica. Mientras que sí se cree que haya 

elementos dentro del acto administrativo que sean siempre de carácter reglado y 

otros que puedan ser discrecionales.  

En esta misma línea, Marienhoff plantea: «El carácter “reglado” o 

“vinculado'”, en su sentido jurídico, puede referirse a cualquier aspecto del acto 

administrativo; vale decir, tanto puede referirse a la “emisión” del acto –“voluntad” 

para emitirlo– como a los “elementos” del acto, que son los que estructuran y 

condicionan la voluntad»26. Los autores pueden estudiar el carácter reglado a partir 

de algún elemento del acto administrativo, tal es el caso de Santofimio Gamboa, 

quien lo relaciona con la motivación:  

 
«Dentro de la primera clase de actos, es decir, los reglados, la motivación 
puede ser simplemente formal o indicativa de la fuente que da origen a 
la actuación; o sustancial, cuando se indica de manera sumaria, las 
relaciones y justificaciones entre las normas que rigen el acto y las 
razones fácticas que llevan a su expedición. Esto es, porque hay actos, 
sobre todo los de carácter general, cuya razón está dada generalmente 
por el simple ejercicio de una norma de competencia. En otras 
oportunidades, por el contrario, se está determinando o controvirtiendo 
derechos subjetivos, por esta razón su motivación debe ser esencialmente 
enunciativa de los argumentos utilizados por la administración»27. 
 

Así mismo, según Marienhoff este análisis de reglado o discrecional puede 

hacerse con otros elementos: finalidad, causa y el contenido u objeto 28 . Sin 

embargo, este escrito acoge lo planteado por Eduardo García de Enterría y Tomás 

Ramón Fernández, quienes desarrollan la tesis de que en todo ejercicio de una 

potestad se encuentran, al menos, cuatro elementos que siempre serán reglados, 

argumento que puede ser también llevado a los actos emitidos en ejercicio de dicha 

potestad:  

 
25 DÍEZ, Op. Cit., p. 230.  
26 MARIENHOFF, Op. Cit., p. 355.   
27  SANTOFIMIO GAMBOA, Jaime Orlando. Acto Administrativo Procedimiento, 

eficacia y validez. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 1994. p. 78. 
28 MARIENHOFF, Op. Cit., p. 395.   
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«En concreto, puede decirse que son cuatro por lo menos los elementos 
reglados por la Ley en toda potestad discrecional y que no pueden dejar 
de serlo: la existencia misma de la potestad, su extensión (que nunca 
podrá ser absoluta, como ya sabemos), la competencia para actuarla, que 
se referirá a un ente y –dentro de éste– a un órgano determinado y no a 
cualquiera, y, por último, el fin, porque todo poder es conferido por la Ley 
como instrumento para la obtención de una finalidad específica, la cual 
estará normalmente implícita y se referirá a un sector concreto de las 
necesidades generales, pero que en cualquier caso tendrá que ser 
necesariamente una finalidad pública»29. (resaltado por fuera del texto 
original.  
 

Se cree, entonces, que todo acto administrativo, sea reglado o discrecional, 

tiene estos elementos reglados: el límite de dicha potestad; la competencia y el fin. 

Incluso, los mismos autores plantean lo que fácilmente podría ser otro elemento 

que siempre es reglado: el supuesto de hecho:  

 
«El supuesto de hecho, en cuanto proviene directamente de la norma 
atributiva de la potestad, es siempre un elemento reglado del acto y, por 
tanto, perfectamente controlable por el juez; si el presupuesto de hecho 
legalmente tipificado (aunque esta tipificación pueda ser implícita y no 
expresa) no se cumple en la realidad, la potestad legalmente configurada 
en función de dicho presupuesto no ha podido ser utilizada 
correctamente»30.   
 

Esto permite concluir, incluso de manera implícita, que la norma siempre 

contemplará un supuesto de hecho que corrobora la Administración para actuar, 

y si se cuestiona la legalidad del acto el juez también debería constatarlo. En la 

jurisprudencia del Consejo de Estado también se plantean elementos que se 

consideran reglados dentro del acto administrativo; tal es el caso de la competencia, 

la forma y el procedimiento: 

«En efecto, el elemento relacionado con la competencia formal de los 
órganos que expiden los actos administrativos es un elemento de tipo 
reglado. La ley o los reglamentos deben atribuir la competencia a los 
órganos públicos y no es posible pensar que, a mera discreción, un 
agente de la administración asuma el conocimiento y decisión de los 
variados negocios que resuelve el Estado.  
 
»La forma y el procedimiento también es un elemento reglado. Las leyes 
y los reglamentos suelen indicar claramente los trámites y el sendero 
obligado que deben seguirse para expedir un acto administrativo. Un 
agente de la administración no es libre ni autónomo para elegir en el 
camino qué formas y qué procedimientos sigue y cuáles otros desecha o 

 
29  GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás Ramón. Curso de 

derecho administrativo I. 20ª ed. Madrid: Civitas, 2022. p. 641.   
30 Ibid. p. 768. 
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deja de observar, sin perjuicio del principio de autotutela administrativa 
para imponerse trámites y plazos cuando la ley lo permita»31. 
   

Por otro lado, hay elementos que en la mayoría de casos se podrían entender 

como mayormente discrecionales, un ejemplo es el contenido u objeto del acto. En 

estos casos el funcionario o la entidad tienen la posibilidad de configurar 

libremente el objeto del acto administrativo, sin dejar de lado los límites que se 

tienen con las normas que le atribuyen esta competencia.  

Incluso, hay elementos que pueden estar en una u otra orilla, para ello se 

podrían traer de nuevo a colación dos de los anteriormente citados: la forma y el 

procedimiento, y agregar un tercero, la motivación. Esto se menciona porque puede 

no haber una norma expresa frente a algunos actos administrativos en relación 

con la forma que deben tener o se establezca un procedimiento obligatorio, incluso 

que no prescriba cómo debe estar conformada la motivación del acto. De igual 

forma se aclara la diferencia entre motivo y motivación, ya que el primero sí sería 

de corte más reglado32.  

Se destaca, además, que algunos doctrinantes coinciden en que no puede 

existir un contenido eventual dentro del acto administrativo si este es mayormente 

reglado, porque el contenido necesario, incluso si es implícito, debe estar 

contemplado en la norma, entonces el mismo no puede ser alterado33.  

Finalmente, se retoma la jurisprudencia para aclarar que si un acto 

administrativo está viciado en alguno de sus elementos de carácter reglado, o 

mayormente reglado, no significaría que per se se anulará. El Consejo de Estado 

sostiene que no todos los vicios en actividades regladas vician el acto:  

 
«Al iniciar el análisis de estos cargos ha de afirmar la Sala en primer lugar 
que, como lo ha señalado esta Corporación, dentro del proceso de 
formación y expedición de los actos administrativos reglados no todos los 
vicios comportan la anulación del acto definitivo, hay formalidades y 
procedimientos sustanciales y no sustanciales y sólo en los casos en que 
las formalidades y procedimientos puedan calificarse de sustanciales, 
que son “aquellos cuya omisión implica que la decisión sería diferente de 
la tomada”,  su incumplimiento acarrea la ilegalidad del acto»34. 
 

 
31 CONSEJO DE ESTADO. Sección Cuarta. Sentencia del 10 de septiembre de 2015. 

Rad. 11001-03-26-000-2014-00054-00(21.025). C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 
32 CONSEJO DE ESTADO. Sección Primera. Sentencia del 8 de mayo de 2014. Rad. 

11001-03-27-000-2002-00089-01 (Acumulado 11001-03-27-000-2002-00088-01). C.P. 
María Elizabeth García González. 

33 DÍEZ, Op. Cit., p. 230; MARIENHOFF, Op. Cit., p. 319; GARCÍA-TREVIJANO FOS, 
Op. Cit., p. 141.   

34 CONSEJO DE ESTADO. Sección Segunda. Subsección B. Sentencia del 20 de 
agosto de 2009. Rad. 41001-23-31-000-1996-08504-01(5.876-05). C.P. Bertha Lucia 
Ramírez De Páez. 
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Si bien hay casos de mayor claridad, como la desviación de poder cuando no 

se buscan los fines prescritos por la norma, hay eventos que pueden entrar en una 

zona de penumbra, como lo expresa la anterior providencia, como aquellas etapas 

dentro del procedimiento que sean meramente formales, por ejemplo, un vicio 

simple de forma como la expedición del acto administrativo en un formato de texto 

diferente al exigido.  

De esta manera, avanzamos al último acápite, que indaga qué sucede si ante 

un enunciado normativo surgen varías interpretaciones jurídicas, planteando el 

interrogante de si es un ejercicio de discrecionalidad elegir una sobre otra o si se 

trata de una potestad reglada.  

 

3. Ante varias interpretaciones posibles de una norma, ¿se trata de un acto 
reglado o discrecional? 

 
Primero se deben definir los conceptos que conforman este interrogante: 

interpretación jurídica y texto normativo –usado por considerarlo más pertinente 

en este análisis que el de norma escrita–. Guastini plantea lo siguiente: «Entiendo 

por “interpretación (jurídica)” la atribución de sentido (o significado) a un texto 

normativo. Llamo “texto normativo” a cualquier documento elaborado por una 

“autoridad normativa” y por ello identificable prima facie del Derecho dentro de un 

sistema jurídico determinado»35. 

De igual forma, otros conceptos claves son disposición y norma, entendidos 

por Guastini así: «La disposición es un enunciado que constituye el objeto de la 

interpretación. La norma es un enunciado que constituye el producto o resultado 

de la interpretación. En ese sentido, las normas son ―por definición― variables 

dependientes de la interpretación»36. Con base en este planteamiento se acoge la 

tesis de que la disposición es previa a la norma, y esta última es el resultado de la 

interpretación jurídica realizada del texto normativo.  

En ese sentido se pregunta por la posibilidad de que un mismo texto 

contenga varias interpretaciones posibles. Algunos autores que estudian el tema 

de la interpretación en los actos administrativos han abordado más a fondo otros 

asuntos como la apreciación de las circunstancias fácticas previas al acto. Es el 

caso de Emilio Betti: «[…] un más atento examen demuestra que, de un lado, la 

actividad vinculada no puede reducirse a una pura y simple ejecución de la ley sin 

desconocer el peso que en la acción administrativa corresponde también a la 

iniciativa del órgano competente, especialmente sobre la apreciación de la situación 

de hecho que le ha sido sometida […]»37. 

 
35  GUASTINI, Riccardo. Disposición vs Norma. En: POZZOLO, Susana y 

ESCUDERO, Rafael. Disposición vs Norma. Lima: Palestra Editores, 2011. p. 139.  
36 Ibid. p. 139.  
37 BETTI, Emilio. Interpretación de la ley y los actos jurídicos. Santiago de Chile: 

Ediciones Olejnik, 2018. p. 387.  
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Sin embargo, en la doctrina algunos han puesto mayor énfasis en este 

asunto. Es el caso de Vergara Mesa, para quien interpretar conceptos con cierto 

grado de indeterminación o vaguedad hace parte de las actividades que desarrolla 

la Administración:  

 
«Ahora bien, todo proceso de aplicación de normas, como el que realiza 
la administración pública, también presupone la interpretación de los 
textos constitucionales, legales y reglamentarios que le asignan 
competencias y regulan las materias que están a su cargo. Tal como lo 
ha resaltado la teoría del derecho, esta interpretación opera sobre 
materiales jurídicos que incorporan grados variables de indeterminación 
y de vaguedad, que conllevan la posibilidad real ―en este caso para las 
autoridades que representan a la administración pública― de extraer 
distintos significados y definir aquellos que consideran pertinentes para 
resolver aspectos concretos de la relación jurídica administrativa»38. 
 

Aquí se puede interpelar, retomando los conceptos de la teoría del derecho: 

¿qué sucede cuando se pueden extraer distintos significados de un texto 

normativo, es decir, varias formas de aplicación de la norma, es esto una potestad 

discrecional o reglada? Vergara Mesa responde: «Pero tal labor de interpretación no 

equivale a una libertad de acción como la que se desprende de las facultades 

discrecionales, pues en estas últimas existe una atribución expresa para que la 

administración complemente aquellos asuntos que no fueron previstos por la 

norma, cuando deba proceder a su aplicación en los casos concretos y en atención 

a las circunstancias que lo rodean»39.   

El mismo autor platea otro argumento, que se considera de una sutiliza y 

claridad destacables. Sostiene que aplicar una forma de interpretar la norma 

obedece a buscar el sentido del texto y no elegir entre varias opciones fácticas, 

como sucede con la discrecionalidad:  

 
«Cuando de lo que se trata es de interpretar tanto las disposiciones 
normativas como los hechos regulados por ellas, más que una elección 
entre distintas alternativas, la tarea consiste en comprender estos 
fenómenos normativos y fácticos, para adoptar decisiones que 
correspondan, mediante un juicio subsuntivo que en nada se distancia 
del que realizan otros operadores jurídicos, como los jueces»40. 
 

Acogiendo los argumentos expuestos en las anteriores citas, se concluye que 

si un texto normativo, que se supone otorga una potestad reglada, puede ser objeto 

de varias interpretaciones, no significa que mute a una potestad discrecional. Lo 

anterior se justifica en el hecho de que no es equiparable la libertad de acción que 

 
38  VERGARA MESA, Hernán Darío. Fundamentos de Derecho Administrativo. 

Bogotá: Tirant lo Blanch, 2021. p. 260. 
39 Ibid. p. 261.  
40 Ibid.  
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se le concede a la Administración a través de las potestades discrecionales, a la 

interpretación de un texto para hallar el sentido aplicable al caso concreto.  
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